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PREÁMBULO 

II 

… 

En lo referente a las estructuras internas y la gobernanza de la 
Universidad, la ley refuerza la autonomía universitaria en el marco de 
las bases comunes del sistema universitario, la necesaria conexión y 
colaboración con el entorno en el que se inserta la universidad 
mediante el Consejo Social, al mismo tiempo que adopta novedades 
en relación con la elección de la Rectora o Rector, y en relación con los 
límites de los mandatos de las personas titulares de los órganos 
unipersonales electos. Finalmente, esta ley orgánica fomenta la 
multidisciplinariedad e interdisciplinariedad mediante una estructura 
interna que permita la cooperación entre sus diferentes elementos. 

… 

TÍTULO V 

Cooperación, coordinación y participación en el 
sistema universitario 

Artículo 16. El Consejo de Universidades. 

1. El Consejo de Universidades es el órgano de coordinación 
académica del sistema universitario español, así como de cooperación, 
consulta y propuesta en materia universitaria. Está adscrito al 
Ministerio de Universidades y le corresponden las siguientes funciones, 
que desarrolla con plena autonomía funcional: 

a) Servir de espacio para la colaboración, la cooperación y la 
coordinación en el ámbito académico entre las universidades. 

b) Informar las disposiciones legales y reglamentarias que afecten 
al conjunto del sistema universitario. 

c) Prestar el asesoramiento que en materia universitaria sea 
requerido por el Ministerio de Universidades y la Conferencia General 



de Política Universitaria o, en su caso, por las Comunidades 
Autónomas. 

d) Formular propuestas al Gobierno y a la Conferencia General de 
Política Universitaria en materias relativas al sistema universitario. 

e) Verificar la adecuación de los planes de estudios, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 8. 

f) Coordinar las características que deben seguirse en las distintas 
modalidades de impartición docente en el conjunto del sistema 
universitario, para garantizar su calidad. 

g) Desarrollar cuantas otras tareas le encomienden las leyes y sus 
disposiciones de desarrollo. 

2. El Consejo de Universidades será presidido por el Ministro o 
Ministra de Universidades y estará compuesto por las siguientes 
vocalías: 

a) Los Rectores o Rectoras de las universidades del sistema 
universitario. 

b) Cinco miembros designados por el Presidente o Presidenta del 
Consejo, uno de los cuales habrá de ser una persona perteneciente a 
la Conferencia de Consejos Sociales de las Universidades Españolas 
y otra al Consejo de Estudiantes Universitario del Estado, a propuesta 
de estos órganos de representación, y otra un representante a 
propuesta de los sindicatos más representativos en el ámbito 
universitario. De los dos restantes, uno será el titular de un órgano 
directivo del ministerio que ejercerá como secretario, y otro, un 
profesional de reconocido prestigio. Se procurará, en todo caso, la 
presencia equilibrada de mujeres y hombres. 

3. La organización y el funcionamiento del Consejo de Universidades 
se regularán por real decreto del Consejo de Ministros. En los asuntos 
que afecten en exclusiva a las universidades públicas tendrán derecho 
a voto el Presidente o la Presidenta del Consejo, los Rectores y Rectoras 
de las universidades públicas y los cinco miembros del Consejo 
designados por el Presidente o la Presidenta. 

TÍTULO IX 

Régimen específico de las universidades 
públicas 

CAPÍTULO I 



Régimen jurídico y estructura de las 
universidades públicas 

Artículo 38. Régimen jurídico. 

… 

4. Las resoluciones del Rector o Rectora y los acuerdos del Consejo 
Social, del Consejo de Gobierno y del Claustro Universitario ponen fin 
a la vía administrativa. Los Estatutos podrán sustituir el previo recurso 
de reposición por cualquiera de los procedimientos recogidos en el 
artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de la Administraciones Públicas, respetando su 
carácter potestativo para el interesado, así como los principios, 
garantías y plazos que dicha ley reconoce a las personas y a los 
interesados en todo procedimiento administrativo, todo ello sin 
perjuicio de la posibilidad de impugnación directamente ante la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa. 

Artículo 42. Adscripción de centros. 

1. La adscripción de centros docentes universitarios requerirá la 
previa celebración de un convenio con la universidad, de acuerdo con 
lo previsto en los Estatutos de dicha universidad, y con lo establecido 
reglamentariamente por el Gobierno que, asimismo, establecerá los 
requisitos básicos que deben cumplir los centros adscritos. 

2. La adscripción de centros docentes a universidades públicas 
requerirá la aprobación de la Comunidad Autónoma correspondiente al 
ámbito territorial en la que estuvieren ubicados los centros. La 
propuesta se elevará por el Consejo de Gobierno de la universidad, una 
vez informado el Consejo Social y conocida la necesidad que justifica 
su adscripción. 

3. Los centros, que podrán tener naturaleza pública o privada, sólo 
podrán adscribirse a una única universidad. De manera excepcional, 
esta condición podrá ser dispensada, legal o reglamentariamente, si se 
aprecian en un centro o en determinados tipos de centros 
características particulares que así lo justifican. 

CAPÍTULO II 

Gobernanza de las universidades públicas 

Artículo 44. Normas generales de gobernanza, representación 
y participación en las universidades públicas. 

1. Los Estatutos de las universidades establecerán y regularán los 
siguientes órganos colegiados: Claustro Universitario, Consejo de 



Gobierno y Consejo de Estudiantes. Asimismo, establecerán el 
Consejo Social y podrán establecer y regular Consejos de Escuela y 
de Facultad, Consejos de Departamento u otros órganos específicos 
que se determinen. 

… 

Artículo 46. El Consejo de Gobierno. 

1. El Consejo de Gobierno es el máximo órgano de gobierno de la 
universidad. 

2. Corresponden al Consejo de Gobierno las siguientes funciones: 

a) Promover y aprobar los planes estratégicos de la universidad a 
propuesta del Equipo de Gobierno. 

b) Fijar las directrices fundamentales y los procedimientos de 
aplicación de todas las políticas de la universidad. 

c) Proponer al Consejo Social para su aprobación el Plan Plurianual 
de Financiación. 

d) Aprobar la oferta y la programación docente de la universidad. 

e) Aprobar las convocatorias de plazas y la relación de puestos de 
trabajo, y su modificación, del personal docente e investigador y del 
personal técnico, de gestión y de administración y servicios, que 
deberán ser finalmente aprobadas por las Comunidades Autónomas. 

f) Proponer al Consejo Social para su aprobación los presupuestos 
de la universidad y de los entes dependientes, y las cuentas anuales 
de la universidad. 

g) Aprobar los convenios de adscripción a la universidad de centros 
de educación superior públicos y privados. 

h) Aprobar los convenios de colaboración y cooperación académica 
y de investigación suscritos entre la universidad y otras universidades 
nacionales o extranjeras, así como con otras instituciones, organismos, 
entidades o empresas con fines académicos o de investigación, salvo 
que dicha facultad sea atribuida a otros órganos estatutarios a través 
de mecanismos internos de distribución de competencias de la 
universidad. 

i) Definir y aprobar planes de captación, estabilización y promoción 
del personal docente e investigador. 

j) Definir e impulsar, en coordinación con la unidad de igualdad, un 
plan de igualdad de género del conjunto de la comunidad universitaria. 



k) Informar de la aprobación del Plan de Igualdad negociado con la 
representación de la universidad y la representación legal de los y las 
trabajadoras, que contendrá al menos las materias recogidas en el 
artículo 46.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. 

l) Definir e impulsar, en coordinación con la unidad de diversidad, 
un plan de inclusión y no discriminación del conjunto del personal y 
sectores de la universidad por motivos de discapacidad, origen étnico 
y nacional, orientación sexual e identidad de género, y por cualquier 
otra condición social o personal, elaborar protocolos y desarrollar 
medidas de prevención y respuesta frente a la violencia, el acoso 
laboral o la discriminación. 

m) Definir e impulsar una Estrategia de Mitigación del Cambio 
Climático que incluya planes de eficiencia energética y sustitución a 
energías renovables, de alimentación sostenible y de cercanía, y de 
movilidad. 

n) Aprobar la normativa de funcionamiento de la inspección de 
servicios y los procedimientos de rendición de cuentas anuales de la 
misma. 

ñ) Desarrollar cualquier otra función de gobierno de la universidad 
que establezcan sus Estatutos. 

3. Los Estatutos establecerán el número de componentes del 
Consejo de Gobierno, siendo miembros natos de este órgano el Rector 
o Rectora, que lo presidirá, el Secretario o Secretaria General y el o la 
Gerente. La composición deberá asegurar la representación de las 
estructuras que conforman la universidad y del personal docente e 
investigador, del estudiantado, del personal técnico, de gestión y de 
administración y servicios y del Consejo Social. Los representantes 
del personal y del estudiantado serán elegidos por el Claustro. En caso 
de que existan varios campus en distintas localidades se procurará la 
representación de éstos en el Consejo de Gobierno. 

Los Estatutos de cada universidad establecerán la duración y la 
forma en que se materializa la representación de todos los sectores 
mencionados, garantizando una mayoría de personal de los cuerpos 
docentes universitarios y Profesorado Permanente Laboral y 
asegurando la presencia de las demás figuras docentes no 
permanentes, del personal investigador no permanente y del 
profesorado asociado. Un mínimo del 10 por ciento del Consejo de 
Gobierno deberán ser representantes del estudiantado y otro mínimo 
del 10 por ciento deberán ser representantes del personal técnico, de 
gestión y de administración y servicios. En todo caso, un tercio de los 
miembros del Consejo de Gobierno será elegido por el Rector o 
Rectora, incluyendo en ese cupo los miembros natos. 



Artículo 47. El Consejo Social. 

1. El Consejo Social es el órgano de participación y representación 
de la sociedad, un espacio de colaboración y rendición de cuentas en 
el que se interrelacionan con la universidad las instituciones, las 
organizaciones sociales y el tejido productivo. Su composición deberá 
reflejar adecuadamente la pluralidad del entorno social en la que está 
radicada. 

2. Corresponden al Consejo Social las siguientes funciones 
esenciales: 

a) Elaborar, aprobar y evaluar un plan trienal de actuaciones dirigido 
prioritariamente a fomentar las interrelaciones y cooperación entre la 
universidad, sus antiguos alumnos y su entorno cultural, profesional, 
científico, empresarial, social y territorial, así como su desarrollo 
institucional. Se realizará, con la periodicidad que determinen los 
Estatutos, una sesión conjunta del Consejo Social y del Consejo de 
Gobierno de cada universidad a fin de realizar el seguimiento del plan 
y, en su caso, establecer las modificaciones necesarias. 

b) Informar, con carácter previo, la oferta de titulaciones oficiales y 
de formación permanente, así como la creación y supresión de centros 
propios y en el extranjero. 

c) Promover acciones para facilitar la conexión de la universidad con 
la sociedad y para el fortalecimiento de las actividades de formación a 
lo largo de la vida que desarrollan las universidades. 

d) Promover la captación de recursos económicos destinados a la 
financiación de la universidad, procedentes de los diversos ámbitos 
sociales, empresariales e institucionales locales, nacionales e 
internacionales. 

e) Analizar y valorar el rendimiento de las actividades académicas y 
proponer acciones de mejora. 

f) Informar sobre las normas que regulen el progreso y la 
permanencia del estudiantado en la universidad. 

g) Contribuir a la incorporación de las previsiones del plan trienal de 
actuaciones en los presupuestos, y aprobarlos, así como supervisar las 
actividades de carácter económico de la universidad y aprobar las 
cuentas anuales de la institución universitaria y de las entidades que 
de ella dependan, sin perjuicio de la legislación mercantil u otra a la 
que dichas entidades puedan estar sometidas en función de su 
personalidad jurídica. 

h) Crear, de mutuo acuerdo con el Consejo de Gobierno de cada 
universidad, comisiones conjuntas para promover, desplegar y evaluar 



iniciativas tendentes a reforzar el papel de la Universidad en el entorno 
social. 

i) Aprobar, a propuesta del Consejo de Gobierno, el Plan Plurianual 
de Financiación de la universidad y realizar su seguimiento. 

j) Aprobar las asignaciones de los complementos retributivos. 

k) Participar, con voz y voto, en el Consejo de Gobierno de acuerdo 
con lo que se establezca en los Estatutos. 

l) Velar por el cumplimiento de los principios éticos y de integridad 
académica, así como de las directrices antifraude, que deben guiar la 
función docente y la investigación, en colaboración con los organismos 
y planes de los que, para estos efectos, disponga cada universidad. 

m) Ejercer aquellas otras funciones que la ley de la Comunidad 
Autónoma determine. 

3. Por ley de la Comunidad Autónoma se regulará la composición 
del Consejo Social procurando que su funcionamiento sea eficaz y 
eficiente. Dicha norma establecerá un estatuto de sus miembros. La 
ley garantizará la presencia de personas propuestas por los diferentes 
sectores representativos de la vida económica, social y cultural del 
entorno, conocedoras de la actividad y dinámica universitarias, así 
como la ausencia de conflicto de intereses con la universidad. La ley 
autonómica también regulará la duración de su mandato y el 
procedimiento de designación de sus miembros por parte de la 
Asamblea Legislativa, oída la universidad. Además, serán miembros 
del Consejo Social el Rector o Rectora, el o la Gerente, el Secretario 
o Secretaria General, así como un representante del personal docente 
e investigador, otro del personal técnico, de gestión y de 
administración y servicios, elegidos por el Consejo de Gobierno de 
entre sus miembros, y un tercero del Consejo de Estudiantes, elegido 
por el propio Consejo, todos ellos con voz y voto. 

4. Para el adecuado cumplimiento de sus funciones, el Consejo 
Social dispondrá de una organización de apoyo con recursos 
suficientes. La ley que establezca su composición y funcionamiento 
podrá contemplar la dotación de un presupuesto propio del Consejo 
Social, así como su gestión económico-presupuestaria con carácter 
autónomo. 

Artículo 50. El Rector o la Rectora y su Equipo de Gobierno. 

1. El Rector o la Rectora ejerce las funciones de dirección, gobierno 
y gestión de la universidad y ostenta la representación de ésta ante 
otras universidades, organismos, instituciones, Administraciones 
Públicas o entidades sociales o empresariales locales, nacionales e 
internacionales. Además, ejerce las funciones propias de máximo 



órgano académico de la universidad. Le corresponden asimismo 
cuantas competencias no sean expresamente atribuidas a otros 
órganos de la universidad. 

Como unidad de apoyo al Rector o Rectora se constituirá un Equipo 
de Gobierno, que será presidido por él o ella, y que estará integrado 
por los Vicerrectores y Vicerrectoras, el o la Gerente y el Secretario o 
la Secretaria General, así como por cualquier otro miembro que 
establezcan los Estatutos de cada universidad. 

Las personas titulares de las Vicerrectorías serán nombradas de 
entre las funcionarias y funcionarios que integran el personal de los 
cuerpos docentes universitarios y las Profesoras y Profesores 
Permanentes Laborales, para el desarrollo de las políticas 
universitarias. La persona titular de la Secretaría General será 
nombrada de entre el personal docente e investigador funcionario 
doctor o el personal técnico, de gestión y de administración y servicios 
funcionario con titulación universitaria que preste servicios en la 
universidad, actuará como fedatario/a y presidirá la Comisión Electoral. 
La persona titular de la Gerencia será nombrada, de acuerdo con el 
Consejo Social, atendiendo a criterios de competencia profesional y 
experiencia en la gestión, y tendrá como función la gestión de los 
servicios administrativos y económicos de la universidad y de recursos 
humanos. El o la Gerente no podrá, una vez asumido el cargo, ejercer 
funciones docentes ni investigadoras. 

… 

CAPÍTULO III 

Régimen económico y financiero de las 
universidades públicas 

Artículo 53. Marco normativo. 

1. En el ejercicio de su actividad económico-financiera y 
presupuestaria, las universidades se regirán por lo previsto en esta ley 
orgánica y en la legislación aplicable al sector público en estas 
materias. 

2. Las Comunidades Autónomas, en el marco de lo establecido en 
esta ley orgánica y en la legislación aplicable al sector público en estas 
materias, establecerán y desarrollarán las normas y procedimientos de 
elaboración, desarrollo y ejecución del presupuesto de las 
universidades de su competencia, así como para el control de los 
gastos e ingresos de aquéllas, mediante las correspondientes técnicas 
de auditoría, con la colaboración y supervisión de los Consejos 
Sociales. 



Artículo 57. Presupuesto. 

1. El presupuesto de las universidades será público, único, 
equilibrado, y comprenderá la totalidad de sus ingresos y gastos. 

2. Las universidades deberán cumplir con las obligaciones 
establecidas en materia presupuestaria respecto de la aprobación de 
límites de gastos de carácter anual. Los presupuestos y sus 
liquidaciones harán una referencia expresa al cumplimiento del 
equilibrio y sostenibilidad financiera. 

3. En el procedimiento de elaboración del presupuesto se incluirán 
informes de impacto por razón de género y de impacto 
medioambiental. 

4. El presupuesto de las universidades contendrá en su estado de 
ingresos: 

a) Las transferencias para gastos corrientes y de capital fijadas, 
anualmente, por las Comunidades Autónomas dentro de un marco 
presupuestario a medio plazo. 

b) Los ingresos por los precios públicos por servicios académicos y 
demás derechos que legalmente se establezcan. En el caso de estudios 
conducentes a la obtención de títulos universitarios de carácter oficial, 
los precios públicos y derechos serán fijados por la Comunidad 
Autónoma o Administración correspondiente, dentro de un marco 
general de contención o reducción progresiva de los precios públicos. 

Asimismo, se consignarán las compensaciones correspondientes a 
los importes derivados de las exenciones y reducciones que legalmente 
se dispongan en materia de precios públicos y demás derechos. 

c) Los ingresos por los precios de las enseñanzas propias, la 
formación a lo largo de la vida y los referentes a las demás actividades 
autorizadas a las universidades, que deberán ser aprobados junto con 
los presupuestos anuales en los que se deban aplicar. 

d) Los ingresos procedentes de transferencias y subvenciones de 
organizaciones internacionales o supranacionales, de las distintas 
Administraciones Públicas y de otras entidades del sector público. 

e) Los ingresos procedentes de transferencias de entidades 
privadas, así como de herencias, legados o donaciones. 

f) Los ingresos derivados de actividades de mecenazgo, previstas 
en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, 
incluidos los derivados de convenios de colaboración empresarial en 
actividades de interés general que hayan suscrito, a los efectos 
previstos en la citada ley. 



g) Los rendimientos procedentes de su patrimonio y de aquellas 
otras actividades económicas que desarrollen según lo previsto en esta 
ley orgánica y en sus propios Estatutos, incluyendo los ingresos 
procedentes de los contratos previstos en el artículo 60, así como los 
derivados de los contratos de patrocinio publicitario. 

h) Los remanentes de tesorería y cualquier otro ingreso. 

i) El producto de las operaciones de crédito que concierten, 
debiendo ser compensado para la consecución del necesario equilibrio 
presupuestario de la Comunidad Autónoma o Administración que 
corresponda, la cual, en todo caso, deberá autorizar cualquier 
operación de endeudamiento. 

5. La estructura del presupuesto de las universidades, su sistema 
contable y los documentos que comprenden sus cuentas anuales 
deberán adaptarse, en todo caso, a las normas que con carácter 
general se establezcan para el sector público. En este marco, a los 
efectos de la normalización contable, las Comunidades Autónomas 
podrán establecer un plan de contabilidad para las universidades de su 
competencia, así como determinar el marco temporal de la liquidación 
del presupuesto y de las cuentas anuales. 

6. Al estado de gastos corrientes se acompañará la relación de 
puestos de trabajo de todo el personal universitario, especificando la 
totalidad de los costes de aquélla y los elementos recogidos en el 
artículo 74 del texto refundido de la Ley del Estatuto del Empleado 
Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, e incluyendo los puestos de nuevo ingreso que se proponen. 
Las universidades podrán modificar la relación de puestos de trabajo 
de su personal por ampliación de las plazas existentes o por minoración 
o cambio de denominación de las plazas vacantes, en la forma que 
indiquen sus Estatutos, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 71. 

Los costes del personal docente e investigador, así como del 
personal técnico, de gestión y de administración y servicios, deberán 
ser autorizados por la Comunidad Autónoma, en el marco de la 
normativa básica sobre Oferta de Empleo Público, salvo en el caso de 
los contratos previstos en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, 
la Tecnología y la Innovación, que no precisan dicha autorización. 

El nombramiento de personal funcionario interino y la contratación 
de personal laboral temporal por las universidades deberán respetar la 
normativa específica en la materia. 

7. Las universidades dedicarán un porcentaje de su presupuesto no 
inferior al 5 por ciento a programas propios de investigación. 



8. La elaboración, aprobación, ejecución y liquidación del 
presupuesto se regirán por las normas estatales y autonómicas 
aplicables a esta materia. 

En caso de liquidación del presupuesto con remanente de tesorería 
negativo, el Consejo Social deberá proceder a la reducción de gastos 
del nuevo presupuesto por cuantía igual al déficit producido. La 
expresada reducción sólo podrá revocarse por acuerdo de dicho 
órgano, a propuesta del Rector/a, previo informe del interventor/a y 
autorización del órgano correspondiente de la Comunidad Autónoma, 
cuando la disponibilidad presupuestaria y la situación de tesorería lo 
permitiesen. En todo caso, el Consejo de Gobierno deberá ser 
informado sobre los motivos de dicho déficit y las posibles alternativas 
para corregirlo. 

Las transferencias, con cargo a los presupuestos de la Comunidad 
Autónoma a favor, directa o indirectamente, de las universidades 
requerirán la aprobación y puesta en marcha de la reducción de gastos. 

9. Las universidades remitirán a la Comunidad Autónoma o 
Administración correspondiente la información económico-financiera 
que deban suministrar en aplicación de la normativa de estabilidad 
presupuestaria u otras disposiciones de carácter estatal o autonómico. 
La falta de remisión de la liquidación del presupuesto, o la falta de 
adopción de medidas en caso de liquidación con remanente negativo, 
facultará a la Comunidad Autónoma para adoptar, en el ámbito de sus 
competencias, las medidas necesarias para garantizar la estabilidad 
presupuestaria de la universidad. 

Artículo 58. Patrimonio. 

1. Constituye el patrimonio de cada universidad el conjunto de sus 
bienes, derechos y obligaciones. 

2. Las universidades asumen la titularidad de los bienes de dominio 
público afectos al cumplimiento de sus funciones, así como los que, en 
el futuro, se destinen a estos mismos fines por el Estado o por las 
Comunidades Autónomas. Se exceptúan, en todo caso, los bienes que 
integren el patrimonio histórico y cultural. 

Cuando los bienes a los que se refiere el párrafo anterior dejen de 
ser necesarios para la prestación del servicio universitario o se empleen 
en funciones distintas de las propias de la universidad, la 
Administración de origen podrá reclamar su reversión o, si ello no fuere 
posible, el reembolso de su valor al momento en que procedía la 
reversión. 

Las Administraciones Públicas podrán adscribir bienes de su 
titularidad a las universidades públicas para su utilización en las 
funciones propias de las mismas. 



3. La administración y disposición de los bienes de dominio público, 
así como de los patrimoniales se ajustará a las normas generales que 
rijan en esta materia. 

Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en la legislación sobre 
patrimonio histórico y cultural, los actos de disposición de los bienes 
inmuebles y de los muebles de extraordinario valor serán acordados 
por la universidad, con la aprobación de su Consejo Social, de 
conformidad con las normas que, a este respecto, determine la 
Comunidad Autónoma. 

4. Formarán parte del patrimonio de la universidad los derechos de 
propiedad industrial y propiedad intelectual de los que sea titular como 
consecuencia del desempeño por el personal de la universidad de las 
funciones que le son propias, así como los derivados de la ejecución de 
convenios de colaboración empresarial en actividades de interés 
general previstos en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre. La 
administración y gestión de dichos bienes se regirá por lo previsto a tal 
efecto en la Ley 14/2011, de 1 de junio. 

5. Los bienes afectos al cumplimiento de sus fines y los actos que 
se realicen para el desarrollo inmediato de tales fines, así como sus 
rendimientos, disfrutarán de exención tributaria. 

Dicha exención tributaria se aplicará siempre que los tributos y 
exenciones recaigan directamente sobre las universidades en concepto 
legal de contribuyentes, a no ser que sea posible legalmente la 
traslación de la carga tributaria. 

6. Las universidades públicas tendrán derecho a los beneficios 
fiscales previstos en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre. 

7. La investigación que realizan las universidades constituye una 
actividad económica que se desarrolla mediante la investigación básica 
y aplicada, con la finalidad de transferir a la sociedad la tecnología y el 
conocimiento adquirido. 

Artículo 63. Creación de fundaciones públicas y otras personas 
jurídicas públicas. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 61.2, las universidades, 
para la promoción y desarrollo de sus fines, podrán participar y crear, 
por sí solas o en colaboración con otras entidades públicas o privadas, 
y con la aprobación del Consejo Social, fundaciones del sector público 
u otras personas jurídicas de naturaleza pública, de acuerdo con lo 
dispuesto en la legislación sobre el sector público que sea aplicable, en 
la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, así como en la 
Ley 14/2011, de 1 de junio. 



La dotación fundacional o la aportación al capital social y 
cualesquiera otras aportaciones a las entidades que prevé el párrafo 
anterior, que se realicen con cargo a los presupuestos de la 
universidad, quedarán sometidas a la normativa vigente en esta 
materia. 

Las entidades en cuyo capital o fondo patrimonial equivalente 
tengan participación mayoritaria las universidades quedan sometidas 
a lo dispuesto en este capítulo y, en particular, a la obligación de 
transparencia y de rendición de cuentas en los mismos términos que 
las propias universidades. 

Los instrumentos de creación o de participación en dichas entidades 
determinarán el porcentaje de los derechos de propiedad industrial y 
propiedad intelectual cuya titularidad corresponderá a las 
universidades, así como la distribución de los rendimientos económicos 
que se obtengan, en su caso, por aquéllas. La administración y gestión 
de dichos bienes y la participación en los beneficios derivados se 
ajustarán a lo previsto a tal efecto en la Ley 14/2011, de 1 de junio. 

CAPÍTULO IV 

Personal docente e investigador de las 
universidades públicas 

Sección 1.ª El profesorado de los cuerpos 
docentes universitarios 

Artículo 76. Retribuciones del personal docente e investigador 
funcionario. 

1. El Gobierno determinará el régimen retributivo del personal 
docente e investigador universitario perteneciente a los cuerpos de 
funcionarios. Dicho régimen será el establecido por la legislación 
general de funcionarios, adecuado específicamente a las características 
de dicho personal. 

A estos efectos, la norma que determine su régimen retributivo 
establecerá los intervalos de niveles o categorías dentro de cada nivel 
correspondientes a cada cuerpo docente, los requisitos de promoción 
de uno a otro, así como sus consecuencias retributivas. 

2. Reglamentariamente se podrán establecer retribuciones 
adicionales a las anteriores ligadas a méritos individuales por el 
ejercicio de cada una de las siguientes funciones: actividad docente, 
actividad investigadora y actividad de transferencia e intercambio del 
conocimiento e innovación. A tales efectos, el personal docente e 
investigador podrá someter a evaluación la actividad realizada en 



España o en el extranjero, en universidades o en centros u organismos 
públicos de investigación. 

Dichos complementos retributivos derivados del desarrollo de 
dichas funciones se asignarán previa valoración por la ANECA. 

La ANECA podrá acordar con las agencias de calidad autonómicas, 
mediante convenio, el desarrollo de la evaluación de dichos méritos 
individuales. 

Asimismo, el conjunto de las agencias de calidad acordará criterios 
mínimos comunes, en aplicación de los cuales la ANECA reconocerá las 
valoraciones realizadas por las agencias de calidad autonómicas para 
determinar los complementos retributivos del profesorado laboral que 
acceda a los cuerpos docentes universitarios. 

3. Las Comunidades Autónomas podrán establecer retribuciones 
adicionales ligadas a méritos individuales por el ejercicio de las mismas 
funciones que se señalan en el apartado 2. Los complementos 
retributivos a que se refiere este apartado se asignarán por el Consejo 
Social, a propuesta del Consejo de Gobierno, dentro de los límites que 
para este fin fijen las Comunidades Autónomas y mediante un 
procedimiento transparente. 

4. Las universidades podrán establecer retribuciones adicionales 
ligadas a méritos individuales, mediante procedimientos negociados 
con la parte social y transparentes. 

Artículo 87. Retribuciones del personal docente e investigador 
laboral. 

1. El régimen retributivo del personal docente e investigador laboral 
en las universidades públicas se determinará conforme a la normativa 
a la que se hace referencia en el artículo 77.2 y, en todo caso, en el 
marco de la legislación autonómica que le sea de aplicación y mediante 
negociación colectiva. 

2. Las Comunidades Autónomas podrán establecer retribuciones 
adicionales ligadas a méritos individuales por el ejercicio de cada una 
de las siguientes funciones: actividad docente, actividad investigadora, 
actividad de transferencia e intercambio del conocimiento e innovación 
y actividad de gestión. 

Los complementos retributivos a que se refiere este apartado se 
asignarán singular y personalmente, por el Consejo Social, a 
propuesta del Consejo de Gobierno, mediante un procedimiento 
transparente. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, el Gobierno 
podrá establecer programas de incentivos para el personal docente e 



investigador laboral para el ejercicio de las mismas funciones a que se 
hace referencia en el apartado 2. 

Los incentivos a que se hace referencia en este apartado se 
asignarán, singular y personalmente, mediante un procedimiento 
transparente. 

4. Las universidades podrán establecer retribuciones adicionales 
ligadas a méritos individuales, mediante procedimientos negociados 
con la parte social y transparentes. 


